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Introducción

En los últimos años se ha afianzando el 
consenso entre los historiadores que tra-
bajamos sobre la represión, a la hora de 
distinguir entre la violencia contra el adver-
sario desatada durante la guerra y la que se 
produjo en la posguerra. Durante la guerra 
se cometieron actos violentos contra el 
oponente en los dos sectores enfrentados, 
aunque su génesis y desarrollo respondie-
ra a propósitos y sistemas diferentes, como 
ya ha sido sobradamente demostrado.1 En 
la posguerra, en cambio, solo fue posible la 
violencia contra los vencidos.2 Aunque la 
represión se inició desde el mismo comien-
zo de la contienda en las zonas ocupadas 
por las tropas sublevadas y se desarrolló al 
hilo de los acontecimientos bélicos, es decir, 
avanzó en la misma medida que lo hacía la 
guerra, y fue especialmente intensa en algu-
nas zonas o ciudades que habían ofrecido 
una resistencia mayor o que tenían conno-
taciones simbólicas, como Málaga, Madrid, 
Aragón o Barcelona, no puede olvidarse 
que la guerra solo duró tres años. La repre-
sión de posguerra se extendió, en cambio, 
aunque con diferentes intensidades, hasta el 

final del régimen franquista, y se arbitró para 
ello una legislación específica que se mantu-
vo mucho tiempo vigente. De hecho, la ju-
risdicción militar perduró hasta 1975, hasta 
1976 no se derogó definitivamente toda la 
legislación anterior, y las disposiciones re-
siduales no se anularon hasta la entrada en 
vigor de la Constitución de 1978.3

El régimen de Franco, como es sabido, fue 
muy largo. Eso explica que la violencia amainara 
–aunque nunca se extinguió– a lo largo del mis-
mo.4 En estas páginas vamos a centrarnos en el 
periodo más álgido, que concluyó oficialmente 
en 1945 y que incluyó, sin embargo, disposicio-
nes de supuesta indulgencia. La intensidad de la 
represión en los años de la inmediata posguerra 
obligó al Nuevo Estado a enfrentarse temprana-
mente con la magnitud de lo que él mismo había 
desencadenado: las cárceles estaban llenas, los 
tribunales militares no daban abasto, y había que 
«organizar» de algún modo esta sobreabundan-
cia de violencia contra el enemigo vencido. En 
este marco se inscribe lo que el régimen deno-
minó periodo de liquidación de responsabilida-
des, que se tradujo en una política de aparente 
perdón: entre 1939 y 1943 se aprobaron hasta 
diez indultos; se arbitraron también medidas 
para «organizar» la actuación de los tribuna-
les militares que, por otra parte, ya se habían 
librado de los elementos considerados más pe-
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ligrosos, ejecutándolos, encarcelándolos o, con-
finándolos, de hecho, en el exilio, y en 1940 se 
promulgó una legislación específica para la revi-
sión de penas. Se crearon Comisiones en todas 
las capitales de provincia, que debían remitir sus 
propuestas a una Comisión Central, con sede 
en Madrid.5  Las revisiones se aplicaron primero 
contra las penas ordinarias, es decir, que no eran 
de muerte, impuestas en los tribunales militares 
o Consejos de Guerra celebrados desde julio 
de 1936 hasta el 1 de marzo de 1940. Las con-
denas dictadas con posterioridad serían revisa-
das y, si así procedía, conmutadas por el propio 
Consejo de guerra. Desde 1940 se revisaron 
de manera individual las sentencias de más de 
140.000 condenados, según la documentación 
conservada, por delitos de rebelión militar.6

Sin embargo, la autarquía, el mercado negro, 
el estraperlo y las nuevas leyes de posguerra se-
guían llenando las cárceles. De ahí que en 1940 
se promulgasen hasta cuatro indultos para las 
penas más leves, y en junio se regulase la conce-
sión de libertad condicional.7 En 1941 se liberó 
a los presos que cumplían condenas de hasta 
doce años, unos 40.000, y dos años después se 
aplicó la libertad condicional a los condenados 
hasta veinte, pero los indultos excluían a lo,s 
que habían cometido delitos contra la Iglesia 
católica (profanaciones, saqueos, mofa etc.), es 
decir, a la mayoría. En este marco se inscribe la 
ampliación, a partir de septiembre de 1942, de la 
revisión de las condenas a las penas de muerte, 
ya conmutadas en Consejo de guerra por 30 
años, sentenciadas desde el 18 de julio de 1936 
hasta septiembre de 1942, aunque el plazo se 
amplió un año más: hasta 1943.8 La revisión era 
de oficio, es decir, sin solicitud previa del inte-
resado. En 1945, se revisaron también las penas 
accesorias (inhabilitación absoluta, interdicción 
civil, separación del servicio, etc.), aunque en 
este caso solo a petición de parte. Esta fase cul-
minó con el indulto general de octubre de 1945. 
El régimen ponía así, oficialmente, fin al pro-
blema de los presos de guerra. A partir de en-
tonces, también oficialmente, en las cárceles de 

Franco no había presos políticos. No obstante, 
como analizamos en profundidad en otro lugar,9 
la aparente clemencia de Franco respondía bá-
sicamente a la necesidad de descongestionar las 
cárceles, de dulcificar su imagen ante las poten-
cias democráticas occidentales (especialmente 
tras el cambio de coyuntura en la Segunda Gue-
rra Mundial), y de aprovechar la mano de obra 
necesaria para reconstruir un país que había 
quedado asolado tras la guerra. La revisión de 
las penas, por otra parte, no arrojó resultados 
demasiado relevantes, al menos en el caso de las 
mujeres condenadas a muerte, cuya pena había 
sido conmutada, entre las que se encontraba un 
porcentaje no desdeñable de milicianas.10

Un paradigma de mujer que había que erradicar

No podemos saber a ciencia cierta cuántas 
mujeres se alistaron nada más desencadenarse 
la guerra. Sí sabemos que su imagen es la pri-
mera que viene a la mente cuando pensamos 
en el compromiso de la mujer republicana. 
Fueron utilizadas, como Mary Nash demostró 
hace tiempo,11 como acicate para atraer a los 
hombres al frente, y los abundantes testimonios 
gráficos que nos han llegado de ellas nos hacen 
identificarlas con una mujer joven, sonriente, in-
cluso con un niño en los brazos, vestida como 
los hombres, armada como ellos, y dispuesta a 
la lucha, junto a los varones, contra el fascismo. 
Una imagen que rompía el molde de la mujer 
tradicional, volcada esencialmente en la familia 
y alejada de la vida pública y del compromiso 
político.12 En realidad, las milicianas fueron po-
cas y estuvieron poco tiempo en el frente. El 
gobierno de Largo Caballero decidió retirarlas 
en octubre de 1936, aduciendo que eran más 
necesarias en la retaguardia, pero también que 
su presencia soliviantaba a los hombres. Se argu-
mentó incluso que era conveniente para evitar 
la transmisión de enfermedades venéreas. Esta 
es la imagen negativa, por contraposición a la 
propaganda republicana de los primeros mo-
mentos, que ha pervivido y que el régimen que-
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ría que perviviera, porque la miliciana se con-
virtió, desde la perspectiva del franquismo, en 
el prototipo de mujer que había que erradicar.

Sabemos ya que la represión sufrida por las 
mujeres, aunque fue cuantitativamente menor, 
no lo fue cualitativamente, y que sus rasgos es-
pecíficos permiten afirmar que se trató de una 
represión claramente diferenciada.13 Huelga in-
sistir en algunos de ellos: la violación, la sodo-
mización, el aceite de ricino, el rapado de pelo, 
difíciles de cuantificar, pero sobradamente pre-
sentes en los testimonios de mujeres que nos 
han llegado, y que no fueron específicos de la 
represión derivada de la guerra civil española, 
constituyendo, como Maud Joly explicó hace 
tiempo,14 una característica común a todas las 
guerras, y especialmente a las dos guerras mun-
diales. En contextos bélicos, la mujer se convier-
te en una parte del botín y es, por tanto, víctima 
propicia de esta clase de humillaciones. Pero, en 
el caso español, sí aparecen algunos rasgos pro-
pios, como también se ha puesto ya sobrada-
mente de manifiesto,15 porque el Nuevo Estado 
aspiraba no solo a eliminar cualquier avance que 
se hubiera logrado por el colectivo femenino en 
la etapa anterior, es decir, durante los años de la 
República, sino a implantar un nuevo modelo de 
mujer que la apartara de los espacios públicos y 
potenciara lo que debía constituir su único rol 
en la nueva sociedad: el de esposa y madre.16 
Rol, por otra parte, necesario para contribuir, 
esencialmente con la maternidad, a la regenera-
ción del país, como ya había ocurrido en otros 
sistemas similares en Alemania o en Italia.17 Una 
vez más, sin embargo, el caso español arroja 
características específicas, porque las fuentes 
doctrinales del franquismo se habían ocupado 
de justificar la ideología de la represión, en la 
que se reserva un hueco para ese arquetipo de 
mujer al que aspiraba la Nueva España, enfrenta-
do por antonomasia al de la mujer republicana, 
«roja», que había osado transgredirlo.18 

No vamos a insistir en las teorías del doc-
tor Vallejo Nágera, sobradamente conocidas, 
que proporcionaron la coartada específica para 

el modelo de represión que se arbitró para la 
mujer, basado esencialmente en la necesidad de 
reeducación de cara a su «redención»,19 aunque 
sí queremos subrayar que la propaganda del ré-
gimen se encargó de «la estigmatización psico-
social del enemigo», construyendo una imagen 
estereotipada, según la cual «su conducta cri-
minal era efecto de una personalidad psicopá-
tica desequilibrada, degenerada, motivada por 
complejos de inferioridad».20 Ese prototipo se 
exacerbó en el caso de las mujeres «rojas», es-
pecialmente proclives, según los estudios de Va-
llejo Nágera, a la crueldad, y halló en la miliciana 
el arquetipo por excelencia. La miliciana, que 
vestía con pantalones como los hombres, porta-
ba armas como ellos, y se había implicado –aun-
que fuera por poco tiempo– directamente en la 
lucha, reunía todos los elementos para conver-
tirse en objeto especial de persecución, como 
transgresora particular del prototipo de mujer 
que el Nuevo Estado quería imponer.  Desde el 
punto de vista del régimen, a esa transgresión 
formal se unía en el caso de las mujeres, y espe-
cialmente de las milicianas, otra más importante, 
la transgresión moral, que no dudó en identifi-
car con la depravación: convivir con hombres en 
las trincheras o en las checas, amancebarse con 
ellos, actuar junto a ellos, arrojaba una imagen 
inequívocamente denigratoria de este sector 
del colectivo femenino, que se convirtió en el 
paradigma del anti-modelo femenino que había 
que erradicar. 

Lo que queremos analizar en estas páginas es 
hasta qué punto esa imagen propagada por el 
régimen de la mujer transgresora, identificada 
especialmente con la miliciana, se tradujo en 
la aplicación de un castigo mayor, y si esa con-
dición fue considerada por los tribunales mili-
tares como objeto de una punición adicional. 
Vamos a centrarnos para ello en el análisis de 
una documentación peculiar: los expedientes de 
penas de muerte conmutada a mujeres y, con-
cretamente, a las de aquellas que habían sido 
condenadas, entre otros delitos atribuidos, por 
ser milicianas. Esta documentación fue generada 
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por la actuación de la Comisión Central de Exa-
men de Penas y se conserva en el Archivo Ge-
neral Militar de Guadalajara. Consta de 16.290 
expedientes, de los que más de 800 correspon-
den a mujeres. Este dato no permite calcular el 
número real de condenas a muerte impuestas 
en todo el territorio nacional, puesto que exclu-
ye las sentencias que ya habían sido ejecutadas, 
cuyo número para este periodo, según las últi-
mas investigaciones, se cifra en 150.000,21 ni el 
número total de mujeres represaliadas, ya que 
no incluye a las ya ejecutadas, a las condenadas 
a penas inferiores a 30 años, ni a las desapare-
cidas (enterradas en fosas comunes). Solo nos 
permite saber que más de dieciséis mil personas 
se libraron de la pena de muerte en todo el te-
rritorio nacional, y que entre ellas había más de 
ochocientas mujeres.

Milicianas condenadas a muerte

No existen datos fiables que permitan 
determinar el número de mujeres que acu-
dieron al frente en los primeros meses de la 
guerra y, aún menos, de las que continuaron 
vistiendo como milicianas en la retaguardia 
tras su retirada del frente, pero un análisis 
más detenido de este conjunto de expe-
dientes femeninos arroja una estimación 
cercana al centenar de mujeres que apare-
cen como milicianas condenadas a muerte, 
cuya pena fue conmutada, en todo el terri-
torio nacional, y de ellas más de la mitad, 
corresponden al área de actuación de la 
Comisión Provincial de Madrid. Es imposi-
ble, no obstante, establecer el número real, 
porque a muchas se les atribuye esa con-
dición simplemente porque convivían con 
milicianos o actuaban en las checas como 
cocineras o mecanógrafas.22 Por otra parte, 
aunque una primera aproximación parece 
indicar que la mayoría de ellas residían en 
Madrid cuando fueron detenidas, es decir, 

procedían del medio urbano, hay que tener 
en cuenta que esta Comisión abarcaba en 
realidad las ocho provincias comprendidas 
en la Primera Región Militar,23 es decir, ade-
más de Madrid, Toledo, Cuenca, Ciudad Real, 
Badajoz, Cáceres, Ávila y Segovia, con un to-
tal de 275 expedientes femeninos de pena 
de muerte conmutada revisados, a gran dis-
tancia numérica del resto de las Comisiones 
Provinciales, como puede comprobarse en 
la Tabla 1. 

TABLA 1: Expedientes de mujeres con pena de 
muerte conmutada elevados por la respectiva 
Comisión Provincial a la Comisión Central 

		
Madrid 275
Andalucía 178
Cantabria   54
Castilla-La Mancha   49
Extremadura   49
Aragón   37
Valencia   36
Castilla-León   36
País Vasco   22 
Asturias   21
Islas   21
Cataluña   20
Murcia   16
Ceuta    9
Galicia    8
Navarra    1
Total computado 832

Fuente: AGMG. Elaboración propia.

Las razones para explicar estas diferencias 
numéricas son de diversa índole. Responden, en 
primer lugar, a la propia evolución del conflicto 
bélico: Madrid fue la ciudad que resistió hasta el 
final, la ciudad emblemática del «No pasarán». 
No es extraño que, tras su caída, en marzo de 
1939, recibiera un castigo ejemplar. Málaga cayó 
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apenas siete meses después del Alzamiento, y 
Andalucía fue también especialmente castiga-
da. Extremadura sufrió el avance de la llamada 
«columna de la muerte» y la caída del frente 
de Aragón, en 1938, dejó igualmente tras de sí 
numerosas represalias, por solo citar algunos de 
las causas más evidentes que pueden explicar 
las cifras más elevadas.24 En el caso de las muje-
res, se dan también otro tipo de factores: las que 
residían en la capital, aunque en su mayoría no 
habían nacido en ella, tuvieron más posibilida-
des de acceder a un grado mayor de conciencia 
política. Tampoco cabe obviar una simple cons-
tatación geográfica: la distancia hacia la frontera 
era mayor, y no pudieron huir. Finalmente, es co-
nocido el hecho de que, tras el golpe de Casado 
(31 de marzo de 1939), los ficheros del PCE ca-
yeron en manos de los sublevados: solo tuvieron 
que ir a buscar a los disidentes a su domicilio. En 
lo relativo específicamente a las milicianas, no es 
de extrañar, en fin, que el número de milicianas 
fuera mayor en Madrid, simplemente porque tu-
vieron el frente muy cerca, lo que les permitió 
acudir a él sin distanciarse excesivamente de su 
lugar de origen. Todos estos factores contribu-
yeron a elevar el número de represaliadas en el 
entorno urbano, si bien el hecho de trabajar con 
los expedientes remitidos a la Comisión Cen-
tral por la Comisión Provincial de Madrid nos 
permite aproximarnos a las diferencias entre el 
medio urbano y el medio rural, porque esta Co-
misión, como hemos señalado, comprende todo 
el área de actuación de la Primera Región Mili-
tar y, aunque predominan las mujeres residentes 
en Madrid, hay suficientes ejemplos de las otras 
siete provincias que abarcaba.

La investigación se ha realizado a partir de 
los datos que figuran en los expedientes de 
mujeres con pena de muerte conmutada en 
los que aparece expresamente su condición de 
milicianas. Partimos de una base común: todas 
habían sido condenadas inicialmente a muerte 
(aunque se les hubiera conmutado la pena), to-
das fueron juzgadas entre 1939 y 1942, y todas 
fueron acusadas de adhesión a la rebelión –au-

xilio a la rebelión o inducción a la rebelión no 
aparece en ningún caso–25 y en sus expedientes 
se hace constar el hecho de que se hubieran 
incorporado voluntariamente a las milicias, que 
fueran armadas y vestidas con mono o pantalo-
nes, es decir, el hecho de que no respondieran al 
modelo tradicional de mujer. Su apariencia y su 
comportamiento, emulando al de los hombres, 
se consigna expresamente entre los hechos da-
dos como probados, lo que induce a pensar que 
se consideraba no solo reprobable, sino conde-
nable y punible. De ellos extraemos el perfil de 
estas mujeres, atendiendo a su edad, profesión, 
estado civil y filiación política atribuida, la tipo-
logía de delitos que se les atribuyen y la pena 
final a que fueron condenadas. Pero hay que su-
brayar que resulta difícil homogeneizarlo, dada 
la heterogeneidad de los delitos atribuidos, la 
irregularidad en la actuación de las Comisiones, 
la cantidad elevada de expedientes que revisa-
ban cada día, y el propio desorden de la justicia 
en general. El objetivo, no obstante, estaba cla-
ro: acabar con cualquier signo de discordancia 
con el Nuevo Orden que se pretendía imponer, 
erradicar cualquier compromiso con las ideas 
republicanas, y castigar, algo evidente en el caso 
de las milicianas, la separación del modelo feme-
nino que se aspiraba a implantar. 

A pesar de que fueron pocas y de que estu-
vieron poco tiempo en el frente, las milicianas 
fueron susceptibles de sufrir un castigo adicio-
nal por su doble transgresión política y social. 
Como Mary Nash explicó hace tiempo, ense-
guida fueron reclamadas en la retaguardia, y a la 
imagen heroica de la mujer combatiente suce-
dió otra contrapuesta, y con tintes denigrantes, 
hasta entre sus propios correligionarios. La so-
ciedad de la época, incluidos los partidos obre-
ros, no veía todavía con buenos ojos que la mu-
jer asumiera un papel activo en la vida pública, y 
aún menos que ese papel se identificara, aunque 
solo fuera en la vestimenta, con el del varón. La 
imagen transgresora de los carteles no impli-
caba una ruptura con los arquetipos de género 
vigentes en la sociedad.26 Sobre la actitud de los 
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compañeros varones en las trincheras, hay tes-
timonios contrapuestos: mientras Rosario Sán-
chez Mora, la dinamitera, afirma que siempre la 
trataron con respeto y en paridad, Lina Odena 
recoge muestras de rechazo de sus propios co-
rreligionarios: «las mujeres que se exhiben con 
monos azules por el centro de la ciudad han 
confundido la guerra con un carnaval».27 Hay 
que tener en cuenta que el proceso de toma de 
conciencia femenina se había iniciado ya antes 
de la guerra civil, y esta no hizo sino afianzarlo. 
Ya antes de 1936, las mujeres se habían rebelado 
contra lo que Mercedes Comaposada, una de 
las fundadoras de Mujeres Libres, definió como 
su triple esclavitud: «la esclavitud de ignorancia, 
de hembra y de productora».28 Recorrerían aún 
un largo camino hasta la obtención del voto y, 
en consonancia, su revalidación como ciudada-
nas de pleno derecho. En 1936, el revulsivo de 
la guerra civil, en un contexto de cambio so-
cial, les ofrecería el marco ideal para impulsar 
la movilización masiva de las mujeres. Pero la 
miliciana no constituía en sí misma un prototipo 
de cambio social, sino simplemente una imagen 
de la guerra y de la revolución. De hecho, tras 
la retirada oficial, muy pocas milicianas siguie-
ron en el frente hasta finales de 1936, aunque 
no abandonaron su característica vestimenta: el 
mono masculino, ni dejaron de ir armadas. No 
abandonaron tampoco las razones que las ha-
bían llevado a empuñar las armas, y siguieron 
implicadas en la lucha, aunque fuera obligada-
mente desde la retaguardia.

Mujeres en pie de guerra

La documentación consultada (los expedien-
tes femeninos de pena de muerte conmutada 
remitidos para su revisión a la Comisión Central 
por la Comisión Provincial de Madrid) arroja el 
perfil de una mujer vecina de Madrid, de entre 
19 y 30 años de edad, casada, de profesión, sus 
labores, y que milita en el PCE, muy por encima 
de la CNT o del PSOE. Las más jóvenes se de-
claran de la JSU o de las Juventudes Libertarias, 

aunque también hay algunas sin filiación política 
reconocida, o militantes de partidos «burgue-
ses», como Izquierda Republicana, e incluso una 
antigua militante de FET. Este perfil inicial nos 
induce a algunas reflexiones que chocan, cuando 
menos, con la imagen de la miliciana que vie-
ne inmediatamente a la mente, derivada de los 
carteles de la propaganda republicana, destina-
dos esencialmente a exhortar a los hombres a 
alistarse, y que cambió a los pocos meses de 
iniciarse la contienda. Eran mujeres jóvenes, 
aunque no tanto como parece deducirse de las 
fotos y carteles que nos han llegado, predomi-
naban las comunistas, aunque en las fotografías 
conservadas algunas suelen aparecer con el go-
rro bicolor de la CNT, y entre ellas prevalecían 
las mujeres casadas, lo que induce a pensar que 
muchas acudieron al frente acompañando a sus 
maridos o compañeros.

Es un perfil, por otra parte, que se corres-
ponde esencialmente con el medio urbano. Las 
catas realizadas en mujeres procedentes del 
medio rural (aunque sus casos fueron propues-
tos para revisión por la Comisión de Madrid) 
revelan un perfil más heterogéneo: en pueblos 
de Toledo o de Ciudad Real, por ejemplo, actua-
ron como milicianas, vestidas con mono y con 
pistola al cinto, mujeres de más edad, casadas 
con dirigentes de las milicias, o que habían teni-
do cargos durante el Frente Popular. Su filiación 
política es diversa y difícil de precisar, porque 
muchas no la declaraban, aunque entre las que 
la declaran predominan también las comunistas. 
Permanecieron activas hasta el final de la con-
tienda y se implicaron directamente en la lucha 
en la retaguardia. En las zonas rurales, donde 
todo el mundo se conocía, era más fácil saber 
contra quién y contra qué se luchaba. El papel 
que se les atribuye, derivado de los expedientes 
analizados, incide en su capacidad para exhortar 
a los hombres a la violencia, cuando no a ejer-
cerla ellas mismas.

A título de ejemplo podemos citar a Clotilde 
Gonzálvez Zaragoza, «esposa del cabecilla rojo 
de Valdepeñas», que: «se destacó por su actua-
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ción revolucionaria, prestando servicios como 
miliciana en la cárcel, en el retén y en el cuar-
tel de milicias en las que daban feroz trato a 
los detenidos» e «incitaba a los milicianos para 
que cometieran toda clase de desmanes»;29 a 
Ramona Chico Chinchilla, vecina de Torrenueva 
(Ciudad Real), a la que se acusa de intervenir en 
numerosos cacheos y en la profanación y des-
trucción de iglesias, y de haber sido «inductora 
de numerosos asesinatos, de los que es respon-
sable moralmente, ya que excitaba a los milicia-
nos a cometerlos»;30 o a Gregoria Bravo Rojas, 
de 21 años, vecina de Colmenar Viejo (Madrid), 
y afiliada a la Juventudes Libertarias, a quien: «se 
vio vestida de mono y armada con una pistola, 
dedicándose a cachear mujeres en la carretera. 
Asimismo se la vio constantemente en un coche 
con los grupos de «paseístas», a quienes inspi-
raba el asesinato de personas afectas a la causa 
nacional».31 Todas las procesadas habían sido 
condenadas a muerte por estos hechos supues-
tamente probados y, tras la conmutación, se re-
visó la pena, quedando Clotilde con 20 años y 
1 día, y Ramona y Gregoria con los 30 años de 
reclusión mayor por la que ya había sido con-
mutada la de muerte.

Este componente de responsabilidad moral, 
que ya subrayamos en su momento,32 encaja 
con la idiosincrasia del régimen en lo relativo 
a la mujer, que la considera incapaz de decidir 
por sí misma como sujeto político, subordinada 
al hombre, especialmente propensa a la perver-
sidad (por su condición femenina) –como su-
brayó Vallejo Nágera–, pero muy capaz de influir 
sobre él, instigándole para que no se quedara 
atrás en la aniquilación del enemigo.

En el medio rural se observa también una ma-
yor incidencia de los delitos anticlericales: asal-
tos a la iglesia del pueblo, persecución de reli-
giosos, profanación de objetos sagrados, etc., así 
como denuncias contra significados derechistas 
del lugar, lo que incide, a mi juicio,  en el com-
ponente de lucha de clases que tuvo la Guerra 
Civil. Se agrede a aquello que se identifica con 
el poder. En el medio urbano, el componente 

anticlerical se diluye –aunque también está pre-
sente–, quizás porque ya se había producido la 
quema de conventos a comienzos de la Repúbli-
ca, aunque sí aparece la denuncia de religiosos y 
el asalto a conventos, sobre todo en los barrios 
populares (Tetuán, Carabanchel), y la denuncia 
o persecución de «personas de derechas», in-
variablemente asociado a la condición de «exal-
tada revolucionaria», en el caso de las mujeres. 
Así ocurre, por ejemplo, con Teresa Sánchez 
Vázquez, de 25 años, vecina de Madrid, casada y 
de profesión Sus Labores, acusada de asaltar el 
convento de las franciscanas de la Divina Pasto-
ra, en Cuatro Caminos. En su expediente figuran 
como probados los hechos siguientes: 

que la procesada [...] comunista de pésimos ante-
cedentes y mala conducta desde los primeros días 
del AN actuó como miliciana vestida de mono y 
armada de pistola y participó personal y directa-
mente en el asalto de la Iglesia del Pilar y Conven-
to de Monjas llamadas Pastoras, en el subsiguiente 
incendio y profanación de imágenes apropiándose 
varias ropas y alhajas en provecho propio, detuvo 
al sacerdote D. Luis Ruiz Ledesma en cuya casa 
había prestado servicio doméstico la procesada y 
le condujo al Cuartel de Milicias Comunistas de 
Torrijos, y desde allí a la checa de Francos Rodrí-
guez, perteneciente al 5.º Regimiento, del que la 
procesada formaba parte y en el que era dirigente 
su amante, y después fue comisario del Cuerpo 
de Ejército y obtuvo que fuera asesinado la mis-
ma noche, hizo numerosos viajes a los frentes 
en compañía de su amante Victoriano Sánchez y 
realizó constantes persecuciones a las personas de 
derechas.33

Este es un claro ejemplo de la suma de de-
litos atribuidos y de la tipología que se quería 
castigar: militancia comunista, vestimenta no 
acorde con su género, comportamiento amoral 
(amancebamiento, aunque la procesada se de-
clara casada), estancia en el frente y persecución 
anticlerical y contra la gente de orden. Este es 
el anti-modelo de mujer por excelencia. No es 
extraño, por tanto, que no se le redujera la pena 
tras la revisión: quedó con los 30 años de reclu-
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sión mayor por los que había sido conmutada la 
de muerte.

La imagen transgresora en la que el régimen 
abundó tampoco responde del todo a la reali-
dad porque, al margen de la vestimenta «mas-
culina», sabemos que las labores que estas mu-
jeres desempeñaron en el frente, en general, 
se correspondieron con las tradicionalmente 
asignadas en la sociedad de la época al sexo fe-
menino: cocinaban, actuaban como enfermeras, 
se ocupaban de la intendencia, cuidaban, en defi-
nitiva, de sus hombres, a los que muchas habían 
seguido hasta el frente. Es significativo, en este 
sentido, que en la mayor parte de estos expe-
dientes la mujer miliciana condenada aparezca 
en el expediente asociada a compañeros mascu-
linos, a los que secunda y supuestamente incita a 
la comisión de delitos. Así le ocurre a Adoración 
Agustín García, de 28 años, afiliada a la JSU y 
artista de profesión, que «actuó como milicia-
na voluntaria armada desde el día 19 de julio 
de 1936, marchando a los frentes en unión de 
su novio y regresando a los pocos días».34 Ado-
ración también es sentenciada por denunciar a 
un sacerdote, residente en la casa en la que sus 
padres trabajaban como porteros, y a un pisto-
lero de Falange acusado de haber participado en 
el asesinato del teniente Castillo, que fue con-
denado por los tribunales rojos. Tampoco se le 
redujo la condena previamente conmutada

Del frente a la retaguardia

Sin embargo, hay también abundante constan-
cia de mujeres que tuvieron un papel relevante 
en el frente y que continuaron asumiendo pues-
tos de responsabilidad en la retaguardia.  En la 
documentación consultada aparecen no pocos 
casos. Por ejemplo, el de Fidela Fernández de 
Velasco Pérez, soltera, militante del PCE proce-
dente de las JSU, con 20 años cuando se dictó 
sentencia, que tras estancia en el frente, en la 
columna Galán, continuó como enfermera con 
El Campesino hasta que: «voluntariamente solici-
tó y obtuvo su ingreso en SIEP en diciembre de 

1938, con el anagrama C.1OE-4 como agente 
de Penetración y Enlace» y «fue directiva de una 
célula comunista en la Unidad en que prestó su 
servicio».35 A pesar de los avales de sus vecinos, 
que figuran en su expediente, y que la definen 
como «una muchacha de orden y honrada [...] 
que no ha cometido ningún delito de crimen 
ni robo», quedó con 20 años de reclusión me-
nor;36 el de Evarista Arnaz Pérez, también de 20 
años y asimismo afiliada al PCE, que tras haber 
combatido con las milicias llegando a alcanzar 
el grado de sargento, continuó trabajando en la 
retaguardia para el Socorro Rojo Internacional. 
Fue condenada, tras la revisión, a 20 años;37 el 
de Isabel Redondo Pumarega, de 22 años y afi-
liada a las JSU, que acompañó a una columna 
internacional;38 el de Ángela Ruiz Antón, que 
estuvo en el frente de Guadarrama formando 
parte del Batallón «Tomás Meabe»;39 o el de 
Teodosia Hernández Rivas, que estuvo enrolada 
como miliciana en la 37 Brigada desde agosto de 
1936 hasta enero de 1937. Afiliada a la JSU, fue 
acusada también de actuar en checa de Alonso 
Heredia, de cachear a las personas que transita-
ban por el barrio de la Guindalera, y de jactarse 
«de haber dado el tiro de gracia a D. Fernando 
Primo de Rivera y a otras personas que fueron 
asesinadas en plena calle». En su expediente no 
deja de consignarse que contrajo matrimonio 
con un miliciano «que desde los primeros mo-
mentos fue Comandante de las Fuerzas rojas»,40 
es decir, a sus supuestos delitos se añaden los 
de su compañero: un claro ejemplo de «delito 
consorte».

Entre las vecinas de Madrid hay suficientes 
ejemplos que implican a mujeres en algunas che-
cas de la capital. Entre ellas, Paula Esteban Lape-
ña, de 24 años, sin filiación política reconocida, 
que  «perteneció y sirvió como miliciana en la 
checa establecida en la calle Marqués de Riscal 
n.º 1, haciendo vida común con los milicianos y 
cooperando a los registros, detenciones y ma-
los tratos inferidos a los derechistas que con-
ducían a dicha checa».41 Quedó con 20 años y 
un día;  Gregoria Pérez Ruiz, de 40 años, afiliada 
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a la CNT, que «desde los primeros momentos 
se manifestó como entusiasta de la causa revo-
lucionaria, yendo vestida de mono y armada de 
pistola al servicio de la checa constituida en el 
cine Europa y formando parte del Ateneo liber-
tario de la calle de Hernani»,42 condenada a la 
misma pena; o Juliana Clemente Ortega, de 21 
años, viuda, natural y vecina de Madrid, «mujer 
pública amancebada por uno de los miembros 
de la checa de Atocha» que formó parte «vo-
luntariamente de las milicias de aquella organi-
zación criminal instalada en el salón rojo de la 
Estación de Mediodía [y ] a las órdenes de Vi-
llalba realizaron numerosos registros y saqueos 
y asesinatos».43 Quedó con los 30 años por los 
que había sido conmutada la pena de muerte.

El lenguaje empleado en los expedientes, so-
bre el que ha llamado la atención Pura Sánchez,44 
incide en subrayar los elementos transgresores 
y los calificativos denigrantes en el caso de las 
milicianas, no solo en lo relativo a la vestimenta: 
se hace constar expresamente, y sin excepción, 
que vistieran «mono y pantalones», llevaran 
«pistola al cinto» o fueran «armadas», sino en 
aspectos de su vida personal: «amancebadas», 
«haciendo vida común» [con los hombres], e 
incluso en conductas tan irrelevantes a día de 
hoy como el hecho de que supieran conducir. 
Así aparece en el de Carlota García Álvarez, 
que incluye entre los hechos probados: «Que 
ha estado en el frente como miliciana con las 
milicias del Partido Comunista, que siempre iba 
vestida de miliciana con pistola al cinto; que te-
nía carnet de conducir...».45 Fue condenada nada 
menos que a muerte, aunque se le conmutó por 
30 años, y acabó reduciéndosele, tras la revisión, 
a 15 años de reclusión menor. 

Es frecuente que en los expedientes se utilice 
el término «exhibirse» en relación a las mujeres 
que iban vestidas con mono y portaban pistola. 
Como ejemplo, el de Eulalia Rodríguez Vázquez, 
en el que se subraya que «desde los primeros 
momentos de la dominación roja, a pesar de lo 
avanzado de su edad [67 años], se exhibió ar-
mada de pistola».46 Este componente de castigo 

por exhibición descarada, por violación flagran-
te –a través de la imagen pública– del modelo 
ortodoxo de mujer aparece también expresa-
mente en el caso de otras dos milicianas, ambas 
afiliadas a la CNT, condenadas por participar en 
el asalto al Cuartel de la Montaña: Victoria Soto 
Romero, casada y vecina de Madrid, de 25 años 
de edad cuando se dictó sentencia, cuyo prin-
cipal delito parece consistir en haber apareci-
do fotografiada en la prensa. Los únicos hechos 
probados que aparecen en su expediente son 
los siguientes: «...formó parte de las turbas que 
asaltaron el Cuartel de la Montaña, armada de 
fusil y correaje, cartucheras y machete apare-
ciendo su retrato en el periódico «Ahora», bajo 
el epígrafe «He aquí la heroína del Cuartel de 
la Montaña, que a la cabeza de dichas milicias 
entró en dicho cuartel».47 Su compañera, Petra 
Benito Crespo, también de la CNT, viuda, de 37 
años, fue condenada nada menos que a muerte 
porque: «desde el primer momento estuvo con 
las milicias marxistas y tomó parte en el asalto 
al Cuartel de la Montaña de donde sacó una 
guerrera militar y una gorra de plato de la que 
usaban los oficiales».48 Ambas quedaron con 20 
años y un día de reclusión mayor después de la 
revisión.

Hay, no obstante, algunos casos que rompen 
el esquema general. Por ejemplo, el de Elpidia 
Polo Ovejas, de 48 años de edad, a la que se 
condena a muerte por los siguientes hechos da-
dos como probados:

...maestra nacional y afiliada a FET con anterio-
ridad al Movimiento, fue voluntariamente como 
miliciana vistiendo mono y usando pistola al 
frente de Extremadura, prestando servicios en la 
Comandancia general de Don Benito realizando 
el espionaje y descubriendo una muchacha joven 
que había ido a dicha Comandancia para trabajar 
como costurera y denunciándola como espía del 
ejército Nacional. Que ha sido siempre de ideas 
izquierdistas y propagadora de ellas hasta entre 
sus alumnos...49

Elpidia, a pesar de las evidentes incoherencias 
que aparecen en su expediente, fue condenada 
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a muerte en junio de 1939, aunque, tras la revi-
sión, conscientes sin duda de ellas, se le redujo 
la pena a 12 años de prisión mayor, en mayo 
de 1943, tal como se comunica dos meses des-
pués a la prisión de Saturrarán, en la que hasta 
entonces había estado internada. Esta maestra 
nacional, afiliada a Falange, aunque acusada de 
haber sido siempre de ideas izquierdistas y de 
difundirlas entre sus alumnos, pasó al menos 
cuatro años en una de las cárceles de mujeres 
más duras de la posguerra.

Conclusión

Del análisis realizado podemos extraer al-
gunas consideraciones a modo de conclusión. 
En primer lugar, hay que subrayar que muchas 
mujeres fueron al frente acompañando a sus 
hombres, pero no todas. También las hubo que 
se alistaron por convencimiento, siguiendo sim-
plemente la llamada inicial para la defensa de la 
República. En cierto modo, las milicianas repre-
sentan, a modo de grupo simbólico, la capacidad 
de la mujer para actuar como sujeto político 
autónomo, recogiendo el incipiente movimien-
to pro derechos de la mujer que las medidas 
más innovadoras de la legislación republicana y 
la misma proclamación de la República impulsa-
ron. Pero la aparente imagen revolucionaria no 
tuvo una correspondencia inmediata ni colecti-
va con la ruptura del rol tradicional de la mujer, 
ni siquiera entre las izquierdas, porque, en la ma-
yoría de los casos, las milicianas desempeñaron 
también en el frente labores propias de su sexo, 
es decir, limpieza, cocina o auxilio sanitario. La 
guerra fue un revulsivo, pero no alteró los roles 
de género. Durante la guerra, las mujeres traba-
jaron en los campos y en las fábricas, sustituyen-
do a los hombres que estaban en el frente, pero 
las labores de retaguardia siguieron ligadas al 
papel tradicional: hospitales, costura, alimentos. 
Sin embargo, tampoco puede obviarse que tam-
bién muchas de ellas se implicaron directamen-
te en la lucha, combatieron como un soldado 
más, asumieron puestos de responsabilidad en 

el frente y en la retaguardia, y continuaron con 
su compromiso en la clandestinidad. Un análi-
sis en profundidad de los datos existentes en el 
Archivo General Militar de Guadalajara, del que 
aquí apenas hemos entresacado algunos ejem-
plos, procedentes en exclusiva del ámbito de 
actuación de la Comisión Provincial de Madrid 
(elegida por ser, con diferencia, la más nume-
rosa), nos permite deducir que probablemente 
fue así.50

En segundo lugar, la imagen estereotipada que 
nos ha llegado de la miliciana: mujer joven, anar-
quista, libre y rompedora, no se corresponde 
del todo con la realidad. Hubo milicianas de más 
edad, incluso de avanzada edad, especialmente 
en el medio rural, que una vez fuera del frente 
asumieron el papel de sus maridos o compa-
ñeros muertos o desaparecidos, y permane-
cieron en pie de guerra hasta el final. Tampoco 
responde a la realidad la idea predominante de 
la miliciana anarquista, porque no solo no fue-
ron las únicas, sino que ni siquiera fueron las 
más numerosas. Este mito, construido a través 
de las imágenes más divulgadas y, sobre todo, a 
través del cine y de la literatura, choca con los 
datos que conocemos.51 Aunque el compromiso 
político de la mujer republicana fuera todavía 
incipiente, no podemos obviar que entre las or-
ganizaciones femeninas que se desarrollaron en 
los años de la República y la guerra, fue Mujeres 
Antifascistas, de inspiración comunista, la más 
numerosa: llegó a tener 60.000 militantes, mien-
tras la anarquista Mujeres Libres,  solo llegó a 
20.000.

No puede sostenerse, en cualquier caso, la 
imagen de mujer amoral que desafía el orden 
social existente marchando a convivir con los 
hombres en el frente, que vive amancebada en 
algunos casos, que choca inevitablemente con 
el papel tradicional de madre y esposa, y que el 
régimen identificó con la prostituta. Esa es, en 
realidad, la imagen que quiso trasladar el régi-
men franquista, y que mantuvo, de hecho, hasta 
el final. Es significativo, en este sentido, que to-
davía en 1977 –como recuerda Lidia Falcón– el 
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esquema vigente en los tribunales franquistas 
siguiera siendo: mujer revolucionaria = bruja = 
ramera = roja.52 Tampoco es posible eximir por 
completo de la divulgación y pervivencia de esta 
imagen denigrante a la propia izquierda, que uti-
lizó a la mujer miliciana como gancho para que 
los hombres se alistaran en los primeros mo-
mentos de la guerra, pero la estigmatizó poco 
después al retirarla, por orden gubernamental, 
a los pocos meses de iniciado el conflicto, con-
siderando su presencia en el frente perniciosa 
para los hombres, hasta el punto de que en di-
ciembre de 1936 se avisó expresamente de que, 
entre los voluntarios extranjeros, no se admiti-
rían mujeres.

Hay que llamar la atención, en fin, sobre el he-
cho de que al lado de los nombres de milicianas 
más conocidos, como el de Aida Lafuente, Lina 
Odena o Rosario La Dinamitera –que perdió una 
mano con un explosivo–, mitificados en poemas 
populares,53 hubo otras muchas mujeres anó-
nimas, que no han pasado a la historia, y que 
fueron nada menos que condenadas a muerte, 
entre otras cosas, por vestir el mono de mili-
ciana. No podemos afirmar tajantemente, para 
concluir, que las milicianas fueran más castigadas 
solo por el mero hecho de serlo, en tanto en sus 
expedientes se suman otros supuestos para jus-
tificar la condena, lo único evidente es que esa 
condición sí se consideraba adicionalmente pu-
nible, y podía, en consecuencia, ser causa de una 
pena mayor, en tanto constaba expresamente, 
y sin excepción, entre los hechos dados como 
probados que las llevaron al Consejo de guerra, 
a la cárcel o al paredón.

* Esta investigación se enmarca en los resultados del 
Proyecto Historia y Memoria Histórica on line. Retos 
y oportunidades para el conocimiento del pasado en 
Internet, ref. HAR-2015-63582-P MINECO/FEDER. 
En línea en: http://uc3m.libguides.com/hismedi 
[Consulta: 03.04.2018].

FUENTES

Archivo General Militar de Guadalajara (AGMG)
Fondo: Comisión Central de Examen de Penas-Penas 

de Muerte (CCEP, PM) 
Entrevista a Rosario Sánchez Mora (Madrid, 2005).
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